PROYECTO C0MUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que por su intermedio y dentro de las competencias y facultades que legalmente le corresponden, instruya al Ministerio de Gobierno Justicia y Culto que en forma perentoria reglamente la Ley Nº12.248 de Prevención y tratamiento del vih/sida en Unidades de Detención,  a fin de favorecer el fortalecimiento de tales acciones, su replicación y sustentabilidad, frente a la dilación dado que su sanción data de noviembre del 2003.

FUNDAMENTO

Sr. Presidente: 

Esta misma solicitud la hemos presentado a través del Proyecto de Comuncación  Expte. Nº 13487BS del 2004 y 16359BS a principios del 2006; ante la falta de una respuesta positiva de parte del Poder Ejecutivo de la Provincia y en virtud de la importancia de la temática como así también del tiempo transcurrido desde la sanción de la Ley, reiteramos nuestro pedido mediante este Proyecto.
La Ley de referencia, establece que en las Unidades de Detención y Comisarias dependientes del Ministerio de Gobierno de la provincia de Santa Fe, se concreten acciones de prevención del vih/sida y de asistencia a las personas afectadas. 

No desconocemos que en diferentes cárceles de la provincia se realiza una labor profesional con tal finalidad, pero las normativas que pudieren emanar de la Reglamentación solicitada seguramente favorecerán el fortalecimiento de tales acciones, su replicación y sustentabilidad.  

En estos días en que se está celebrando en Toronto, la XVI Conferencia Mundial sobre SIDA, cabe recordar la existencia de las Directrices aprobadas en la Segunda Consulta Internacional sobre el vih/sida y los Derechos Humanos “…para ayudar a los Estados a dar al VIH/SIDA una respuesta positiva de índole jurídica que contribuya a reducir su transmisión y efectos, y que respete los derechos humanos y las libertades”. 
  

Nos interesa mencionar algunos de sus párrafos “… tienen por objeto traducir las normas internacionales de derechos humanos en actuaciones prácticas frente al VIH/SIDA…Varios años de experiencia en la lucha contra la epidemia VIH/SIDA han confirmado que la promoción y protección de los derechos humanos es un factor esencial para prevenir la transmisión del VIH y reducir los efectos del VIH/SIDA…La promoción y protección de los derechos humanos es necesaria tanto para proteger la dignidad de las personas afectadas por el VIH/SIDA como para alcanzar los objetivos de salud pública consistentes en reducir la vulnerabilidad a la infección VIH, paliar los efectos negativos del VIH/SIDA en los afectados y dotar de medios a las personas y comunidades para responder a la epidemia…En general, los derechos humanos y la salud pública comparten el objetivo común de promover y proteger los derechos y el bienestar de todos los individuos. Desde la perspectiva de los derechos humanos, la mejor manera de lograrlo es promoviendo y protegiendo los derechos y la dignidad de cada uno, sobre todo los de los discriminados o los de quienes ven sus derechos menoscabados de otra forma…Un aspecto de la interdependencia de los derechos humanos y la salud pública la prueban los estudios que demuestran que los programas de prevención y atención médica del VIH de carácter coactivo o punitivo suscitan una menor participación y una mayor alineación de los amenazados de infección. En particular, las personas no solicitarán consultas, pruebas, tratamiento y apoyo respecto del VIH si ello conlleva discriminación, falta de confidencialidad y otras consecuencias negativas...es evidente que las medidas sanitarias coactivas disuaden a las personas que más las necesitan y no dejan conseguir el objetivo de salud pública que es la prevención mediante el cambio de las conductas, la atención médica y el apoyo sanitario… Según la naturaleza de la epidemia y la situación jurídica, social y económica de cada país, los grupos que pueden verse excesivamente afectados son las mujeres, los niños, los pobres, las minorías, los indígenas, los migrantes, los refugiados y las personas interiormente desplazadas, los discapacitados, los presos, los trabajadores sexuales, los hombres que tienen relaciones sexuales con hombres y los que se inyectan drogas, es decir los grupos que ya sufren de falta de protección de los derechos humanos y discriminación o de marginalización por su situación jurídica, o ambas cosas. La falta de protección de sus derechos humanos inhabilita a estos grupos para evitar la infección o para hacer frente al VIH/SIDA, si ya están afectados por él... El derecho a no ser sometido a tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes puede plantearse en dos situaciones relacionadas con el VIH/SIDA, a saber, el tratamiento de los presos y la violencia contra la mujer. La pena de privación de libertad no debería provocar la pérdida de los derechos humanos o la dignidad. En particular, el Estado, por medio de las autoridades penitenciarias, tiene el deber de cuidar a los presos, lo que entraña el deber de proteger los derechos a la vida y a la salud de todas las personas privadas de libertad. Negar a los reclusos la posibilidad de recibir información, educación y medios de prevención (desinfectante, preservativos, material de inyección inocua) con respecto al VIH, la prueba voluntaria y el asesoramiento, la confidencialidad y la atención médica en materia de VIH, así como la posibilidad de someterse voluntariamente a tratamientos experimentales, podrían constituir tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. El deber de cuidado entraña asimismo el de combatir la violación y otras formas de victimización sexual en la cárcel, que pueden ocasionar, entre otras cosas, la transmisión del VIH. Por lo tanto, los presos que cometan actos peligrosos, como violaciones o actos de violencia sexual, deberían ser castigados cualquiera sea su situación respecto del VIH. No hay ninguna razón de salud pública o de seguridad que justifique la obligatoriedad para los presos de la prueba del VIH, ni la denegación a los presos infectados por el VIH o que tienen SIDA de la posibilidad de realizar todas las actividades del resto de los presos. Lo único que justificaría la segregación de los presos con el VIH/SIDA del resto sería la preservación de su propia salud. …….”
Atendiendo a lo expuesto precedentemente, solicitamos a nuestros pares nos acompañen para la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.

� Directrices sobre el VIH/SIDA y los Derechos Humanos aprobadas en la Segunda Consulta Internacional sobre el VIH/SIDA y los Derechos Humanos. Ginebra, septiembre de 1996.
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